LA NUEVA LEY DE PROMOCION
DE AUTONOMIA PERSONAL Y ATENCION
A PERSONAS EN SITUACION DE DEPENDENCIA

Jose Francisco BLASCO LAHOZ

Catedritico de Escuela Universitaria.
Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social.

Univesitat de Valencia.

ABSTRACT

La aprobacién de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre (BOE nim. 299, 15 de
diciembre), de promocion de la autonomia personal y atencion a personas en situa-
cibn de dependencia es un hecho de importante trascendencia, ya que se va a ocupar
de regular el que se denomina como el «cuarto pilar del Estado del Bienestar» (siempre
que se admita que los restantes tres pilares son la seguridad social, la sanidad y la
educacion). Para el autor, se trata de una ley de grandes y profusos objetivos (univer-
salidad, transversalidad, equidad, igualdad... ) y de largo recorrido donde se deja
pendiente de su posterior regulacion reglamentaria una buena parte de su contenido;
estos objetivos deberdn cumplirse mediante el reconocimiento de un «derecho subjetivo
de cindadania», que tendrd como consecuencia el otorgamiento de prestaciones de
cardcter piblico, universal y no discriminatorio, integradas en los servicios sociales de
las Comunidades Auténomas.

Mendekotasun Egoeran dauden Pertsonen Autonomia Pertsonala eta Arreta
Sustatzeari buruzko abenduaren 14ko (EAO, 299. zk., abenduaren 15ekoa)
39/2006 Legearen onespena egitate garrantzitsua izan da. lzatez, «Ongizate
Estatuaren laugarren zutabear» (gainerako hiru zutabeak gizarte-segurantza, osasuna
eta hegkuntza direla onartzen bada) bezala definitutako atala arautuko da. Egile-
aren iritziz, lege horretan xede esanguratsu eta ugari (unibertsaltasuna, zeharkako-
tasuna, ekitatea, berdintasuna...) jorratzen dira, eta ibilbide luzea egin du, baina
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edukiaren zati handi bat oraindik arautzeko dago; helburu horiek «herritartasu-
naren eskubide subjektiboar aitortuta bete beharko dira. Ondorenez, zerbitzu publi-
koak, unibertsalak eta bazterkeriarik gabekoak eskainiko dira. Hain zuzen ere,
aipatu zerbitzuak autonomia-erkidegoen gizarte-zerbitzuetan jasoko dira.

The approval of law 39/2006, dated 14 December (Official State Gazette no.
299, 15 December), regarding the promotion of personal autonomy and care for
people in situations of depmdency is an event of great importance, given that it will
deal with regulating what is called the «fourth pillar of the Welfare State» (provided
that it is accepted that the other three pillars are social security, health and education).
For the author, is a law with great and far-reaching objectives (universality, transver-
sality, fairness, equality, etc.) with a long road ahead, in which many of its contents
are left pending their later statutory regulation; these objectives must be fulfilled by
means of the recognition of a «subjective right of citizenship», whose result will be the
provision of services of a public, universal and non-discriminatory nature, integrated
into the social services of the Autonomous Communities.
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1. Introduccién

El 5 de octubre de 2006 el Pleno del Congreso aprobé el proyecto de «Ley de
promocion de la autonomia personal y atencidn a personas en situacién de depen-
dencia», que con posterioridad se ha convertido en la Ley 39/2006, de 14 de
diciembre! (BOE nim. 299, 15 de diciembre), al amparo de la competencia exclu-
siva del Estado para regular las condiciones bésicas que garanticen la igualdad de
todos los espafioles en el ejercicio de los derechos y cumplimiento de los deberes
constitucionales, conforme al art. 149.1.1° de la Constitucién espafiola. Nos
encontramos ante una norma legal a la que hay que reconocerle su trascendencia,
puesto que se va a ocupar de regular la proteccion de la dependencia, a la que se
califica como el «cuarto pilar del Estado del Bienestar» (siempre que se admita que
los restantes tres pilares son la seguridad social, la sanidad y la educacién). Y debe
reconocérsele la conveniente importancia, porque la dependencia ha sido una
materia a la que solo indirectamente se habia prestado atencién mediante diferentes
prestaciones enmarcadas fundamentalmente en el émbito de proteccién del sistema
de Seguridad Social (pensiones por gran invalidez o invalidez no contributiva).

Se trata de una ley de grandes y profusos objetivos (universalidad, transver-
salidad, equidad, igualdad... ) y de largo recorrido (no se prevé una aplicacién
plena de la misma hasta el afio 2015 y se deja pendiente de su posterior regula-
cién reglamentaria una buena parte de su contenido); objetivos que deberdn
cumplirse mediante el reconocimiento de un «derecho subjetivo de ciudadania»,
que tendrd como consecuencia el otorgamiento de prestaciones de cardcter
publico, universal y no discriminatorio, integradas en los servicios sociales de las
Comunidades Auténomas.

El instrumento para llevar a cabo el desarrollo de aquel derecho serd el
«Sistema para la autonomia y atencién de la dependencia», en el que participarin
todas las Administraciones publicas (Estado, Comunidades Auténomas y

! Laaprobacién de la Ley ha sido casi undnime, pues en contra votaron la mayoria de los partidos

nacionalistas (CIU, PNV, EA y NB) fundamentalmente por cuestiones de competencia de las Comuni-
dades Auténomas al entender que la competencia sobre la proteccién de la dependencia se encuentra
reconocida en los Estatutos de las autonomias a las que pertenecen dichos partidos politicos y por
cuestiones de financiacién, al considerar que el sistema establecido para financiar la proteccién de la
dependencia serd insuficiente, y, en especial, por estar de acuerdo con la modalidad de copago.

LAN HARREMANAK/15 (2006-11) (127-155)



130 JosE FRANCISCO BLASCO LAHOZ

Entidades Locales), y cuya accién protectora se estructura a través de la existencia
de diferentes niveles de proteccién, que supondran el reconocimiento de presta-
ciones en especie (teleasistencia, ayuda a domicilio, centros de dia y de noche,
atencién residencial) y prestaciones econémicas; estableciéndose una financia-
cién a través de la participacién de las propias Administraciones publicas y de los
interesados en el coste de las prestaciones.

2. Objeto de la ley

La Ley 39/2006 tiene por objeto regular las condiciones bésicas que garan-
ticen la igualdad en el ejercicio del derecho subjetivo de ciudadania a la promo-
cién de la autonomia personal y atencién a las personas en situacién de
dependencia, en los términos establecidos en las leyes, mediante la creacién de un
«Sistema para la autonomia y atencién de la dependencia», con la colaboracién y
participacién de todas las Administraciones publicas y la garantia por la Adminis-
tracion General del Estado de un contenido minimo comun de derechos para
todos los ciudadanos en cualquier parte del territorio del Estado espanol (art. 1.1).

Ast, los objetivos principales de la Ley 39/2006 responden al propio titulo de

la misma:

— La promocién de la «cautonomia personal», entendida como la capacidad

de controlar, afrontar y tomar, por propia iniciativa, decisiones personales
acerca de cémo vivir de acuerdo con las normas y preferencias propias, asi
como desarrollar las actividades basicas de la vida diaria (art. 2.1).
A estos efectos, son «actividades bdsicas de la vida diaria» las tareas mds
elementales de la persona, que le permiten desenvolverse con un minimo
de autonomia e independencia, tales como el cuidado personal, las activi-
dades domésticas bésicas, la movilidad esencial, reconocer personas y
objetos, orientarse, entender y ejecutar érdenes o tareas sencillas (art.
2.3); y «necesidades de apoyo para la autonomia personal» son las que
requieren las personas que tienen discapacidad intelectual o mental para
hacer efectivo un grado satisfactorio de autonomia personal en el seno de
la comunidad (art. 2.4).

— La atencién a las personas en situacién de «dependencia», definida como
el estado de cardcter permanente en que se encuentran las personas que,
por razones derivadas de la edad, la enfermedad o la discapacidad, y
ligadas a la falta o perdida de autonomia fisica, mental, intelectual o
sensorial, precisan de la atencién de otra u otras personas o ayudas impor-
tantes para realizar actividades bdsicas de la vida o, en el caso de las
personas con discapacidad intelectual o enfermedad mental, de otros
apoyos para su autonomia personal (art. 2.2).
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Estos objetivos deberdn cumplirse a través del desarrollo de los siguientes
principios, que, a su vez, deben inspirar a la Ley 39/2006 (art. 3):

1)

2)

3)
4)
5)

6)

7)

8)

9)

Cardcter publico de las prestaciones del «Sistema para la autonomia y
atencién a la dependencia».

Universalidad en el acceso de todas las personas en situacién de depen-
dencia, en condiciones de igualdad efectiva y no discriminacién; y con
independencia del lugar del territorio del Estado espafiol donde residan
(art. 4.1).

Atencién a las personas en situacién de dependencia de forma integral e
integrada.

Transversalidad de las politicas de atencién a las personas en situacién de
dependencia.

Valoracién de las necesidades de las personas, atendiendo a criterios de
equidad para garantizar la igualdad real.

Personalizacién de la atencién, teniendo en cuenta de manera especial la
situacién de quienes requieren de mayor accién positiva como conse-
cuencia de tener mayor grado de discriminacién o menor igualdad de
oportunidades.

Establecimiento de las medidas adecuadas de prevencidn, rehabilitacidn,
estimulo social y mental.

Promocidn de las condiciones precisas para que las personas en situacién
de dependencia puedan llevar una vida con el mayor grado de autonomia
posible.

Permanencia de las personas en situacién de dependencia, siempre que
sea posible, en el entorno en el que desarrollan su vida.

10) Calidad, sostenibilidad y accesibilidad de los servicios de atencién a las

personas en situacién de dependencia®.

11) Participacién de las personas en situacién de dependencia y, en su caso,

de sus familias y entidades que les representen.

12) Colaboracién de los servicios sociales y sanitarios en la prestacién de los

2

servicios a los usuarios del Sistema y en las correspondientes normas de
las Comunidades Auténomas y las aplicables a las entidades locales.

Los arts. 34 y 35 recogen diferentes medidas para garantizar la calidad y eficacia del Sistema para

la autonomia y atencién a la dependencia; y el art. 36 establece la necesidad de garantizar la formacién y

cualificacién de los profesionales y cuidadores. Asimismo, la dispos. ad. 10.2 la obligacién de los poderes

publicos de fomentar la innovacién en todos los aspectos relacionados con la calidad de vida y la atencién

de las personas en situacién de dependencia, promoviendo la investigacién en las dreas relacionadas con la

dependencia en los planes de I+D+I; y de facilitar y apoyar el desarrollo de normativa técnica, de forma

que asegure la no discriminacién en procesos, disefios y desarrollos de tecnologias, productos y servicios,

en colaboracién con las organizaciones de normalizacién y todos los agentes implicados.
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13) Participacién de la iniciativa privada en los servicios y prestaciones de
promocién de la autonomia personal y atencién a la situacién de
dependencia.

14) Participacién del tercer sector en los servicios y prestaciones de promocién
de la autonomia personal y atencién a la situacién de la dependencia.

15) Cooperacién interadministrativa®.

16) Integracién de las prestaciones en las redes de servicios sociales de las
Comunidades Auténomas, en el dmbito de las competencias que tienen
asumidas, y el reconocimiento y garantia de su oferta mediante centros y
servicios publicos o privados concertados.

17) Inclusién de la perspectiva de género, teniendo en cuenta las distintas
necesidades de mujeres y hombres.

18) Atencién preferente a las personas en situacién de gran dependencia.

La concurrencia de todos estos principios me lleva a concluir, inicialmente,
que nos encontramos ante una proteccién de cardcter asistencial, pues parece
cumplir los habituales requisitos exigidos para ello: existencia de un derecho
subjetivo de «ciudadanfa»; proteccién a través de prestaciones de cardcter
«ptiblico»; 0 acceso a la proteccién que se rige por la «universalidad».

A continuacion, cabe plantearse si la proteccién que se establece en la Ley
39/2006 estd o no integrada en el 4mbito del sistema espafiol de Seguridad Social
junto a las pensiones no contributivas y a la asistencia social y servicios sociales.
En mi opinién, queda clara su exclusién del sistema publico de Seguridad Social,
pues sus art. 30 y 16.1 establecen expresamente la integracion de las prestaciones
en la «red de servicios sociales de las Comunidades Auténomas»; y, siguiendo la
doctrina del Tribunal Constitucional, puede afirmarse que nos encontramos ante
un supuesto de asistencia social «externa» a la Seguridad Social*.

Por tanto, se puede concluir, y por ello es necesario reiterar la importancia de
esta Ley, que no estamos sélo ante la regulacién de unas nuevas prestaciones, sino
ante la implantacién de un novedoso sistema de protecciéon dentro de la protec-

> Los arts. 37 y 38 determinan la obligacién del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de
establecer un sistema de informacién del Sistema para la Autonomia y Atencién de la Dependencia que
garantice la disponibilidad de la informacién y la comunicacién reciproca entre las Administraciones
publicas y la compatibilidad y articulacién entre los distintos sistemas. Ademds, en el plazo mdximo de
3 meses desde su constitucion, el Consejo Territorial del Sistema deberd acordar el marco de cooperacién

interadministrativa para el desarrollo de la Ley 39/2006 (dispos. final 4.2).

4 El Tribunal Constitucional ha manifestado que, histéricamente, la asistencia social «externa»

aparece como mecanismo protector de situaciones de necesidad especificas, sentidas por grupos de pobla-
cién a los que no alcanza el sistema de la Seguridad Social, en su modalidad contributiva, y que opera
mediante técnicas distintas de las propias de la Seguridad Social, tales como su sostenimiento al margen
de toda obligacién de cotizacién o previa colaboracién econédmica de los destinatarios o beneficiarios; de
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cién social de los ciudadanos, cuyo contenido especifico conlleva una especial
financiacién y gestién diferente de las de los actuales sistemas de proteccién
como son la seguridad social o la propia asistencia social.

3. Sujetos protegidos

Inicialmente, para la determinacién de los sujetos protegidos debe partirse de
uno de los rasgos fundamentales de la Ley 39/2006, la universalidad de su
proteccién, que, al reconocer el ya mencionado derecho subjetivo de ciudadania
y frente a los sistemas de seguro, supone que su proteccién debe alcanzar a todos
los ciudadanos por el mero hecho de serlo.

Sin embargo, como toda proteccién que supone el reconocimiento de un
derecho subjetivo, su existencia se condiciona al cumplimiento de unos requi-
sitos, genéricos y especificos, legalmente especificos.

3.1. Requisitos genéricos

Dos son los requisitos que son exigidos de forma habitual en el marco de la
proteccién social: la nacionalidad y la residencia.

a) Nacionalidad

El art. 4.1 de la Ley 39/2000, al enumerar los derechos y obligaciones de los
beneficiarios, se refiere inicamente a «personas en situacién de dependencia», de
los que hemos de presumir su nacionalidad espafola si tenemos en cuenta que en
otro precepto se refiere expresamente a las personas que «carezcan de la naciona-
lidad espafiola».

En el supuesto de la posible proteccién de los extranjeros que se encuentren
en situacién de dependencia, la Ley 39/2006 se remite a lo establecido en la Ley
Orgénica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros

manera que al vincular el art. 41 de la Constitucién espafiola la Seguridad Social a la garantfa de la
asistencia y prestaciones suficientes en situaciones de necesidad, hace legitimo constitucionalmente que
la Seguridad Social, en cuanto competencia del Estado, incluya en su seno prestaciones de naturaleza no
contributiva, sin que ello sea suficiente para que tal expansién del alcance de dicha materia reduzca el
dmbito propio de la asistencia social externa y, con ello, de las competencias autonémicas; asf, la amplia-
cién del sistema de la Seguridad Social al 4mbito asistencial no excluye de antemano que diversos colec-
tivos de sus beneficiarios precisen de apoyos complementarios para atender necesidades no cubiertas por
dicho sistema, de modo que no puede resultar extravagante desde la perspectiva del Estado social de
derecho, consagrado en el art. 1 de la Constitucién espafiola, que se atiendan dichas necesidades, en aras
del valor de la justicia al que se refiere este precepto constitucional y desde las diversas habilitaciones
previstas (SSTC 76/1986, de 9 de junio, y 239/2002, de 11 de diciembre).
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en Espafia y su integracién social, en los Tratados internacionales y en los conve-
nios que se establezcan con sus paises de origen, y en las Leyes del menor
vigentes, tanto en el dmbito estatal como en el autonémico, cuando se trate de
extranjeros menores (art. 5.2).

b) Residencia

Para ser beneficiario de la proteccién se exige residir en territorio del Estado
espafiol (art. 4.1), y haberlo hecho de la misma forma que se exige para causar
derecho a la pensién de invalidez, en su modalidad no contributiva (art. 144.1
b) de la Ley General de la Seguridad Social), es decir, cinco afios, de los cuales
dos deberdn ser inmediatamente anteriores a la fecha de la presentacién de la
solicitud® (art. 5.1 c).

Si bien, pendientes de su futuro desarrollo reglamentario quedan las
siguientes excepciones a este requisito de residencia:

— Espafioles no residentes en Espana® (art. 5.3).
— Emigrantes retornados (art. 5.4).

3.2 Requisitos especificos

Los beneficiarios de las prestaciones deben cumplir los siguientes requisitos
especificos:

a) Encontrarse en situacién de dependencia en alguno de los grados estable-
cidos (art. 5.1 a), en los términos anteriormente adelantados.

La situacién de dependencia se clasifica en los siguientes grados’ (art. 26.1):

— Grado I: dependencia «<moderada».

Se encuentra en grado I la persona que necesita ayuda para realizar varias
actividades bdsicas de la vida diaria, al menos una vez al dfa o tiene necesi-
dades de apoyo intermitente o limitado para su autonomia personal.

> Para los menores de cinco afios el perfodo de residencia se exigird a quien ejerza su guarda y

custodia (art. 5.1 ¢) de la Ley 39/2000).

¢ En la actualidad, la proteccién no contributiva de los espafioles no residentes en el Estado

espafiol se encuentra regulada por la Ley 3/2005, de 18 de marzo, por la que se reconoce una prestacién
econémica a los ciudadanos de origen espafiol desplazados al extranjero, durante su minorfa de edad,
como consecuencia de la Guerra Civil, y que desarrollaron la mayor parte de su vida fuera del territorio
nacional y el RD 728/1993, de 14 de mayo, por el que se establecen pensiones asistenciales por ancia-
nidad a emigrantes espafioles.

7 Cada uno de estos grados de dependencia se clasificarin en dos niveles, en funcién de la
autonomia de las personas y de la intensidad del cuidado que requiere (art. 26.2).
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— Grado II: dependencia «severa».
El grado II se produce cuando la persona necesita ayuda para realizar
varias actividades bésicas de la vida diaria dos o tres veces al dia, pero no
quiere el apoyo permanente de un cuidador o tiene necesidades de apoyo
extenso para su autonomia personal.

— Grado III: «gran dependencia».
Tiene el grado III la persona que necesita ayuda para realizar varias activi-
dades bésicas de la vida diaria varias veces al dia y, por su pérdida total de
autonomia fisica, mental, intelectual o sensorial, necesita el apoyo indis-
pensable y continuo de otra persona o tiene necesidades de apoyo genera-
lizado para su autonomia personal.

Todos estos grados, y sus posibles niveles, se determinardn mediante la aplica-
cién del baremo aprobado por el Gobierno®, previo acuerdo llevado a cabo en el
Consejo Territorial del Sistema para la autonomia y atencién a la dependencia’
(arts. 26.3 y 27.2), que deberd cumplir las siguientes condiciones (art. 27.3 y 4):

— Deberd tener entre sus referentes la «clasificacién internacional del
funcionamiento, la discapacidad y la salud (CIF), adoptada por la
Organizacién Mundial de la Salud.

— Deber4 valorar la capacidad de la persona para llevar a cabo por si misma
las actividades bdsicas de la vida diaria y la necesidad de apoyo y supervi-
sién para su realizacién por personas con discapacidad intelectual o con
enfermedad mental.

Ademis, la valoracién de la situacién de dependencia deberd tener en cuenta
los correspondientes informes sobre la salud de la persona y sobre el entorno en
el que viva, y considerar, en su caso, las ayudas técnicas, ortesis y prétesis que le
hayan sido prescritas (art. 27.5).

El grado o nivel de dependencia podrd ser revisado, a instancia del intere-
sado, de sus representantes o de oficio por las Administraciones Publicas compe-
tentes, por alguna de las siguientes causas (art. 30.1):

— Mejoria 0 empeoramiento de la situacién de dependencia.
— Error de diagnéstico o en la aplicacién del correspondiente baremo.

8 En el plazo méximo de 3 meses tras la constitucién del Consejo deberd aprobarse el baremo para
la valoracién del grado y niveles de dependencia (dispos. final 5.2).

Quienes tengan reconocida la pensién de gran invalidez o la necesidad de asistencia a tercera
persona como consecuencia de la aplicacién del RD 1971/1999, de 23 de diciembre, de procedimiento
para el reconocimiento, declaracién y calificacién del grado de minusvalia, tendrdn reconocido el requi-
sito de encontrarse en situacién de dependencia, en el grado y nivel que se disponga en el desarrollo regla-

mentario de la Ley 39/2006 (dispos. ad. 9.2).
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Por dltimo, las Comunidades Auténomas deberdn determinar los érganos de
valoracién de la situacién de dependencia, que emitirdn un dictamen sobre el grado
y el nivel de dependencia, con especificacién de los cuidados que la persona pueda
requerir, previo acuerdo del Consejo Territorial del Sistema para la autonomia y
atencién a la dependencia sobre los criterios comunes de composicién y actuacién de
aquellos 6rganos de valoracién, que, en todo caso, deberdn ser publicos (art. 27.1).

b) Residir en territorio del Estado espafiol en los términos anteriormente
descritos (art. 5.1 b).

¢) Sin perjuicio de los servicios establecidos en los dmbitos educativo y
sanitario, se considerard como sujetos protegidos a los menores de 3 afios que
acrediten su situacién de dependencia'® (art. 5.1 ¢) y dispos. ad. 132.1y 2).

A estos efectos, en el seno del Consejo Territorial del Sistema para la
autonomia y atencién a la dependencia deberd promoverse la adopcién de un plan
integral de atencién para los menores de 3 anos en situacién de dependencia, en
el que se contemplen las medidas a adoptar por las Administraciones publicas, sin
perjuicio de sus competencias, para facilitar atencién temprana y rehabilitaciéon de
sus capacidades fisicas, mentales e intelectuales (dispos. ad. 13.2.3).

3.3. Derechos y obligaciones

Como toda proteccién social publica, la proteccién de la dependencia
conlleva una serie de derechos y obligaciones que son consecuencia del reconoci-
miento del derecho a dicha proteccién; que necesariamente tienen como conse-
cuencia el compromiso de los poderes ptiblicos de adoptar las medidas suficientes
para precisas para promover y garantizar el respeto de los derechos de los sujetos
protegidos, sin més limitaciones en su ejercicio que las directamente derivadas de
la falta de capacidad de obrar que determina su situacién de dependencia (art.
4.3), y velar por el cumplimiento de sus obligaciones.

a) Derechos

A las personas que se encuentren en situacién de dependencia, y cumplan los
requisitos exigidos para su proteccién, se les reconoce el disfrute de los siguientes

derechos (art. 4.1 y 2):

— Acceder, en condiciones de igualdad, a las prestaciones y servicios estable-
cidos, con independencia de su lugar de residencia.

— Disfrutar de los derechos humanos y libertades fundamentales, con pleno
respeto de su dignidad e intimidad.

10 El futuro baremo para la determinacién de los grados y niveles de dependencia deber4 incor-
porar una escala de valoracion especifica para estos sujetos protegidos (dispos. ad. 13.2.1).
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— Recibir, en términos comprensibles y accesibles, informacién completa y
continuada relacionada con su situacién de dependencia.

— Ser advertido de si los procedimientos que se le apliquen pueden ser utili-
zados en funcién de un proyecto docente o de investigacién, siendo
necesaria la previa autorizacién, expresa y por escrito, de la persona en
situacién de dependencia o quien la represente.

— Ser respetada la confidencialidad en la recogida y el tratamiento de sus
datos, de acuerdo con la Ley Orgdnica 15/1999, de 13 de diciembre, de
Proteccién de Datos de Caracter Personal.

— Participar en la formulacién y aplicacién de las politicas que afecten a su
bienestar, ya sea a titulo individual o mediante asociacién.

— Decidir, cuando tenga capacidad de obrar suficiente, sobre la tutela de su
persona y bienes, para el caso de pérdida de su capacidad de autogo-
bierno.

— Decidir libremente sobre el ingreso en centro residencial.

— Ejercer plenamente sus derechos jurisdiccionales en el caso de interna-
mientos involuntarios, garantizdindose un proceso contradictorio.

— Ejercer plenamente sus derechos patrimoniales.

— Iniciar las acciones administrativas y jurisdiccionales en defensa de sus
derechos reconocidos!’.

— Disfrutar de la igualdad de oportunidades, no discriminacién y accesibi-
lidad universal.

— No sufrir discriminacién por razén de orientacién o identidad sexual.

b) Obligaciones

Las personas en situacién de dependencia y, en su caso, familiares o quienes
les representen, asi como los centros de asistencia, deberdn cumplir las siguientes

obligaciones (art. 4.4):

— Suministrar toda la informacién y datos que les sean requeridos por las

Administraciones competentes, para la valoracién de su grado y nivel de
dependencia.
Sin embargo, no estarin obligados a aportar informacién, datos o
documentacién que obren ya en poder de la Administracién Publica que
los solicite o que, de acuerdo con la legislacién vigente, pueda ésta
obtener por sus propios medios.

— Comunicar todo tipo de ayudas personalizadas que reciban.

" En el caso de los menores o personas incapacitadas judicialmente, estardn legitimadas para actuar

en su nombre quienes ejerzan la patria potestad o quienes ostenten la representacién legal (art. 4.2 j).
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— Aplicar las prestaciones econémicas a las finalidades para las que fueron
otorgadas.

— Cumplir cualquier otra obligacién prevista en la legislacién vigente.

Como excepcidn, las personas en situacién de dependencia y, en su caso, sus
familiares o quienes les representen, no estardn obligados a aportar informacion,
datos o documentacién que obren ya en poder de la Administracién Publica que
los solicite o que, de acuerdo con la legislacién vigente, pueda ésta obtener por
sus propios medios.

4. Accién protectora: el sistema para la autonomia y atencién
de la dependencia

4.1. El sistema para la autonomia y atencién de la dependencia

La proteccién de las personas en situacién de dependencia se va a desarrollar
a través del «sistema para la autonomia y atencién de la dependencia», que se
define como el instrumento de garantia de las condiciones bdsicas y el contenido
comun de la proteccién de las personas en situacién de dependencia (art. 6.1), y
se configura como una red de utilizacién publica que integra, de forma coordi-
nada, centros y servicios, ptblicos y privados'? (art. 6.2).

Los objetivos a alcanzar por este sistema protector son los siguientes (art. 6.1):

1) Convertirse en cauce para la colaboracién y participacién de las Adminis-
traciones publicas, en el ejercicio de sus respectivas competencias, en
materia de promocién de la autonomia personal y la atencién y la protec-
cién a las personas en situacién de dependencia.

2) Optimizar los recursos publicos y privados disponibles.

3) Contribuir a la mejora de las condiciones de vida de los ciudadanos.

Por ello, la atencidn a las personas en situacién de dependencia y la promo-
cién de su autonomia personal deberdn orientarse a la consecucién de una mejor
calidad de vida y autonomia personal, en un marco de efectiva igualdad de
oportunidades, de acuerdo con los siguientes fines (art. 13):

— Facilitar una existencia auténoma en su medio habitual, todo el tiempo
que desee y sea posible.

— Proporcionar un trato digno en todos los dmbitos de su vida personal, familiar
y social, facilitando su incorporacién activa en la vida de la comunidad.

12 La integracién en el Sistema para la autonomia y atencién a la dependencia de los centros y
servicios no supondrd alteracién alguna en el régimen juridico de su titularidad, administracién, gestién
y dependencia orgdnica (art. 6.3).
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4.2. La participacién de las administraciones

La Ley 39/2006 establece un amplio abanico para la participacién de las
Administraciones publicas (Administracién General del Estado, Comunidades
Auténomas y Entidades Locales'?), que deberdn actuar de forma coordinada y
cooperativa (art. 1.2), y se articulardn a través del Consejo Territorial del Sistema
para la Autonomia y Atencién de la Dependencia.

a) Administracion General del Estado

La participacién de la Administracién General del Estado supone la garantia
de un nivel minimo de proteccién para cada uno de los beneficiarios del Sistema,
en funcién el grado y nivel de su dependencia, como condicién bésica de salva-
guardia del derecho a la promocién de la autonomia personal y atencién a la
situacion de dependencia (art. 9.1).

En el 4mbito de esta Administracién publica serd drgano competente para
imponer las sanciones como consecuencia de las infracciones previstas legalmente

(art. 47.3):

— Titular de la Direccién General del Instituto de Mayores y Servicios
Sociales, cuando se trate de sanciones por la comisién de infracciones leves.

— Titular de la Secretarfa de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapa-
cidad, cuando se trate de sanciones por la comisién de infracciones graves.

— Titular del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, cuando se trate de
sanciones por la comisién de infracciones muy graves; requiriéndose el
acuerdo previo del Consejo de Ministros cuando las sanciones sean de
cuantia superior a 300.000 euros o en los supuestos de cierre de la
empresa o clausura del servicio o establecimiento.

b) Comunidades Autonomas

Las Comunidades Auténomas son las Administraciones publicas que repre-
sentan el papel més relevante en el desarrollo de la proteccién de la dependencia,
pues se convierten en las auténticas Administraciones ejecutoras del Sistema,
dado que sus prestaciones y servicios se integrardn en la «red de servicios sociales
de las Comunidades Auténomas» (arts. 30 y 16.1).

13 El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales suscribird acuerdos con las Ciudades de Ceuta y

Melilla sobre centros y servicios de atencién a la dependencia en ambas Ciudades, pudiendo participar
en el Consejo Territorial del Sistema en la forma que éste determine (dispos. ad. 11.2). En la participa-
cién de las entidades territoriales en el Sistema para la autonomia y atencién de la dependencia se tendrdn
en cuenta las especificidades reconocidas a las Diputaciones Forales en el caso de la Comunidad
Auténoma del Pais Vasco, a los Cabildos en el caso de la Comunidad Auténoma de Canarias y a los
Consejos Insulares en el caso de la Comunidad Auténoma de Illes Balears (dispos. ad. 12.2).
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La red de centros estard formada por los centros publicos de las Comuni-
dades Auténomas, de las entidades locales, los centros de referencia estatal para
la promocién de la autonomia personal y para la atencién y cuidado de situa-
ciones de dependencia, y los privados concertados debidamente acreditados (art.

16.1).

Ademis, gozan de una amplia gama de funciones (art. 11):

1.2)

2.2)

3.)

4.2)

Planificar, ordenar, coordinar y dirigir, en el dmbito de su territorio, los
servicios de promocién de la autonomia personal y de atencién a las
personas en situacién de dependencia.

Gestionar, en su dmbito territorial, los servicios y recursos necesarios
para la valoracién y atencién de la dependencia (arts. 27.1 y 28), asi
como su revisién (art. 30).

Establecer los procedimientos de coordinacién sociosanitaria, creando,
en su caso, los 6rganos de coordinacién que procedan para garantizar
una efectiva atencién.

Crear y actualizar el Registro de Centros y Servicios, facilitando la
debida acreditacién que garantice el cumplimiento de los requisitos y
los estandares de calidad.

5.2) Asegurar la elaboracién de los correspondientes Programas Individuales

6.2)

7.2)

de Atencidn.

Inspeccionar y, en su caso, sancionar los incumplimientos sobre requi-
sitos y esténdares de calidad de los centros y servicios y respecto de los
derechos de los beneficiarios.

Evaluar periédicamente el funcionamiento del Sistema en su territorio
respectivo.

8.2) Aportar a la Administracién General del Estado la informacién

9.2)

necesaria para la aplicacién de los criterios de financiacién del Sistema
por las Administraciones publicas.
Definir, con cargo a sus presupuestos, niveles de proteccién adicionales

al fijado por la Administracién General del Estado, pudiendo adoptar
las normas de acceso y disfrute que consideren més adecuadas.

10.2) Establecer el régimen juridico y las condiciones de actuacién de los

centros privados concertados'? (art. 16.2).

11.2) Acreditar los centros y servicios privados no concertados que presten

servicios a personas en situacién de dependencia (art. 16.3).

12.2) Desarrollar el cuadro de infracciones y sanciones (art. 47.1).

¥ En la incorporacién de los centros privados concertados a la red deberd tenerse en cuenta de
manera especial los correspondientes al tercer sector (art. 16.2).
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¢) Entidades locales

Las entidades locales participardn en la gestion de los servicios de atencién a
las personas en situacién de dependencia de acuerdo con la normativa de sus
respectivas Comunidades Auténomas y dentro de las competencias que la legis-
lacién vigente les atribuye; pudiendo participar en el Consejo Territorial del
Sistema para la Autonomia y Atencién a la Dependencia en la forma y condi-
ciones que el propio Consejo disponga (art. 12).

d) El Consejo Territorial del Sistema para la Autonomia y Atencion
a la Dependencia

El Consejo Territorial del Sistema para la Autonomia y Atencién a la Depen-
dencia tiene la siguiente constitucién', que necesariamente tendrd mayoria de
representantes de las Comunidades Auténomas (art. 8.1):

— El ditular del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

— Un representante de cada una de las Comunidades Auténomas; que serd
el miembro del Consejo de Gobierno respectivo que tenga a su cargo las
competencias en materia de dependencia.

— Representantes de los diferentes Departamentos ministeriales.

El Consejo puede ejercer las siguientes funciones especificas (art. 8.2):

— Acordar el Marco de cooperacién interadministrativa que se desarrollard
mediante los correspondientes convenios entre la Administracién General
del Estado y cada una de las Comunidades Auténomas (art. 10.1), a
través de los que se acordardn los objetivos, medios y recursos para la
aplicacién de los servicios y prestaciones del Sistema, incrementando el
nivel minimo de proteccién fijado por el Estado!® (art. 10.2).

El Consejo establecerd los criterios para determinar la intensidad de protec-
cién de cada uno de los servicios previstos en el Catdlogo y la compatibilidad e

incompatibilidad entre los mismos, para su futura aprobacién reglamentaria por
el Gobierno'” (art. 10.3).

— Establecer los criterios para determinar la intensidad de proteccién de los
servicios previstos en la Ley 39/2006.

15 El Consejo, una vez constituido en el plazo méximo de tres meses desde la entrada en vigor de la
Ley 39/2006 (dipos. final 2.2), acordard sus normas en cuanto a funcionamiento y Presidencia (art. 8.2).

16 Los convenios establecerdn la financiacién que corresponda a cada Administracién para este
nivel de prestacién y los términos y condiciones para su revisién, incluidas las aportaciones estatales
dirigidas a la financiacién del nivel minimo de proteccién (art. 10.4).

17" En el plazo méximo de 3 meses tras la constitucién del Consejo se aprobard la intensidad de
proteccién de dichos servicios y prestaciones (dispos. final 5.2).
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— Acordar las condiciones y cuantia de las prestaciones econdmicas.

— Adoptar los criterios de participacién del beneficiario en el coste de los
servicios.

— Acordar el baremo para la valoracién de la situacién de dependencia, con
los criterios basicos del procedimiento de valoracién y de las caracteris-
ticas de los 6rganos de valoracién.

— Acordar, en su caso, planes, proyectos y programas conjuntos.

— Adoptar criterios comunes de actuacién y de evaluacién del Sistema.

— Facilitar la puesta a disposicién de documentos, datos y estadisticas
comunes.

— Establecer los mecanismos de coordinacién para el caso de las personas
desplazadas en situacién de dependencia.

— Informar la normativa estatal de desarrollo en materia de dependencia.

— Servir de cauce de cooperacién, comunicacion e informacién entre las
Administraciones Publicas.

e) La participacion privada y de los interesados

Finalmente, no podemos olvidar que la Ley 39/2006 introduce la posible
participacién en los servicios y prestaciones de promocién de la autonomia
personal y atencidn a la situacién de dependencia de la iniciativa privada'® (art.
3 m) y del denominado «tercer sector» (art. 3 n); constituido este dltimo por las

y
organizaciones de cardcter privado surgidas de la iniciativa ciudadana o social,
bajo diferentes modalidades que responden a criterios de solidaridad, con fines
] q
de interés general y ausencia de dnimo de lucro, que impulsan el reconocimiento
y el ¢jercicio de los derechos sociales (art. 2.8).

A este respecto, la dispos. ad. 14.2 establece que las entidades privadas que
aspiren a gestionar por via de concierto prestaciones o servicios del Sistema para
la autonomia y atencién a la dependencia deberdn acreditar con cardcter previo,
en el caso de que vinieran obligadas a ello, el cumplimiento de la cuota de reserva
para personas con discapacidad o, en su defecto, las medidas de cardcter excep-
cional establecidas en el art. 38 de la Ley 13/1082, de 7 de abril, de Integracién
Social de los Minusvélidos, y reguladas en el RD 364/2005, de 8 de abril.

La Ley 39/2006 también recoge la participacién de las personas en situacién
de dependencia y, en su caso, de sus familias o entidades que las representen (art.
3 k); estableciéndose la obligacién de los poderes publicos de promover la colabo-
racién solidaria de los ciudadanos con las personas en situacién de dependencia

18

La dispos. ad. 7.2 de la Ley 39/2006 ha ordenado al Gobierno que, en el plazo de seis meses,
promueva las modificaciones legislativas que procedan, para regular la cobertura privada de las situa-
ciones de dependencia.
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a través de la participacién de las organizaciones de voluntarios y de las entidades
del tercer sector (art. 16.4).

Asi, se establece la creacién de diferentes érganos consultivos del Sistema
para la autonomia y atencién a la dependencia, con el fin de articular la partici-
pacién institucional y cuyas funciones serdn las de informar asesorar y formular
propuestas sobre materias que resulten de especial interés para el funcionamiento

del Sistema (arts. 40.2 y 41):

1) Comité consultivo del Sistema para la autonomia y atencién a la
dependencial.

Este Comité estard adscrito al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (art.
40.1) y su composicion tendrd cardcter tripartito (art. 40.3).

Estard integrado por las Administraciones publicas, las organizaciones
empresariales y las organizaciones sindicales; siendo paritario entre Administra-
ciones publicas por una parte y organizaciones sindicales y empresariales por otra
(art. 40.3). Serd presidido por el representante de la Administracién General del
Estado que designe el titular del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales e
integrado por los siguientes miembros (art. 40.4):

— 6 representantes de la Administracién General del Estado.

— 06 representantes de las administraciones de las comunidades auténomas.
— 6 representantes de las entidades locales.

— 9 representantes de las organizaciones empresariales mds representativas.
— 9 representantes de las organizaciones sindicales mds representativas.

Su funcionamiento deberd ser regulado por su reglamento interno (art. 40.4)
y sus acuerdos deberdn ser adoptados por mayoria de los votos emitidos en cada
una de las partes (art. 40.3).

2) Consejo estatal de personas mayores.
3) Consejo nacional de la discapacidad.
4) Consejo estatal de organizaciones no gubernamentales de accién social.

4.3. La financiacién del sistema

Como consecuencia de la participacién de las Administraciones publicas en
el Sistema para la autonomia y atencién de la dependencia, éste légicamente se
financiard a través de sus respectivos presupuestos generales (art. 32.1); siendo
ademds posible la participacién de los interesados en dicha financiacién.

19" Este Comité deberd constituirse en el plazo méximo de tres meses desde la fecha de entrada en
vigor de la Ley 39/2006 (dispos. final 3.2).
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La distribucién de la financiacién dependerd de los diferentes «niveles de
proteccién» establecidos dentro del Sistema:

— La Administracién General del Estado financiard integramente y a través
de los anuales presupuestos generales del Estado el nivel «<minimo» de
proteccién garantizado para cada uno de los beneficiarios del Sistema?
(arts. 9.2y 32.2).

— Las Comunidades Auténomas participardn de forma diferente en la
financiacién:

* Cuando se trate del nivel de proteccién «consecuencia del convenio
entre la Administracién General del Estado y las Comunidades
Auténomas» con el objeto de incrementar el nivel minimo, en dicho
convenio (que podrd ser anual o plurianual) se establecerd el reparto
entre ambas Administraciones teniendo en cuenta diferentes factores
(poblacién dependiente, dispersién geogréfica, insularidad, emigrantes
retornados y otros factores, que podrdn ser revisados por las partes);
respetdndose, en cualquier caso, que la aportacién de las Comunidades
Auténomas sea, para cada afio, igual a la del Estado (arts. 10.4 y 32.3).
Hay que tener en cuenta que durante el periodo comprendido entre el
1 de enero de 2007 y el 31 de diciembre de 2015, y para favorecer la
implantacién progresiva del Sistema, la Administracién General del
Estado establecerd anualmente en sus Presupuestos créditos para la
celebracién de los convenios con las administraciones de las Comuni-
dades Auténomas (dispos. trans. 1.2).

* La financiacién del nivel «adicional» establecido para cada Comunidad
Auténoma se llevard a cabo mediante los propios presupuestos de cada
una de ellas (art. 11.2).

Ademis, la Ley 39/2006 establece también como medida de financiacién el
«copago» de los interesados, en funcién del tipo y coste del servicio recibido y su
capacidad econémica personal (art. 33.1).

Los criterios para la aplicacién de modalidad financiera serdn fijados por el
Consejo Territorial del Sistema para la autonomia y atencién de la dependencia,

20 La Ley de Presupuestos Generales del Estado de cada ejercicio determinard la cuantia y la forma
de abono a las Comunidades Auténomas de las cantidades necesarias para la financiacién de estos servi-
cios y prestaciones (dispos. ad. 1.2); y la financiacién de los servicios y prestaciones del Sistema en la
Comunidad Auténoma del Pais Vasco y en la Comunidad Foral de Navarra que corresponda a la
Administracién General del Estado con cargo a su presupuesto de gastos se tendré en cuenta en el cdlculo
del cupo vasco y de la aportacién navarra, de conformidad con el Concierto Econémico entre el Estado
y la Comunidad del Pais Vasco y con el Convenio Econémico entre el Estado y la Comunidad Foral de
Navarra, respectivamente (dispos. ad. 2.2).
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tomando en cuenta la distincién entre servicios asistenciales y de manutencién y

hoteleros (art. 33.3).

En cualquier caso, respecto a esta tiltima modalidad de financiacién, es preciso
advertir que la propia Ley establece expresamente que ningin ciudadano quedard
fuera del Sistema de proteccién por no tener recursos econémicos (art. 33.4).

4.4. El contenido de la accién protectora

La accién protectora del Sistema para la autonomia y atencién de la depen-
dencia la componen los diferentes niveles de proteccién y las prestaciones de
atencién a la dependencia, que pueden tener la naturaleza de servicios y de
prestaciones econémicas.

a) Niveles de proteccion

La proteccién de la situacién de dependencia por parte del Sistema se
prestard de acuerdo con los siguientes niveles (art. 7):

— Nivel de proteccién «minimo» establecido por la Administracién General
del Estado .

— Nivel de proteccién que se acuerde entre la Administracién General del
Estado y la Administracién de cada una de las Comunidades Auténomas
a través de los Convenios previstos legalmente.

— Nivel «adicional» de proteccién que pueda establecer cada Comunidad
Auténoma.

b) Prestaciones de atencion a la dependencia

Las prestaciones «de atencién a la dependencia» pueden tener la naturaleza de
servicios y de prestaciones econdmicas, y perseguir los siguientes objetivos (art. 14.1):

— La promocién de la autonomia personal.

— Atender las necesidades de las personas con dificultades para la realizacién
de las actividades bdsicas de la vida diaria.

En cualquier caso, es preciso recordar que nos encontramos ante una Ley de
largo recorrido, puesto que se establece una efectividad progresiva y gradual del
derecho a las prestaciones de dependencia, conforme al siguiente calendario a
partir de 1 de enero de 20072! (dispos. final 1.2.1):

21 Transcurridos los primeros 3 afios de aplicacion progresiva de la Ley 39/2006, el Consejo Terri-

torial del Sistema para la Autonomia y Atencién a la Dependencia realizard una evaluacién de los resul-
tados de la misma, proponiendo las modificaciones en la implantacién del Sistema que, en su caso,
estime procedentes; debiendo efectuar en la evaluacién de los resultados un informe de impacto de
género sobre el desarrollo de la Ley (dispos. final 3 y 4).
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— El primer afo a quienes sean valorados en el grado III de «gran depen-
dencia», niveles 2 y 1.

— En el segundo y tercer afio a quienes sean valorados en el grado II de
dependencia «severa», nivel 2.

— En el tercero y cuarto afio a quienes sean valorados en el grado II de
dependencia «severa», nivel 1.

— El quinto y sexto afio a quienes sean valorados en el grado I de depen-
dencia «moderada», nivel 2.

— El séptimo y octavo afio a quienes sean valorados en el grado I de depen-
dencia «moderada», nivel 1.

El reconocimiento del derecho contenido en las resoluciones de las adminis-
traciones publicas competentes generard el derecho de acceso a los servicios y
prestaciones correspondientes a partir del inicio de su afio de implantacién de
acuerdo con el anterior calendario o desde el momento de su solicitud de recono-
cimiento por el interesado, si ésta es posterior a esa fecha (dispos. final 1.2.2).

b.1) Servicios

Los servicios sociales de promocién de la autonomia personal y de atencién
a la dependencia serdn los establecidos en el siguiente «Catédlogo de servicios»??
(art. 15.1):

1) Servicio de «prevencién de las situaciones de dependencia y de promo-
cién de la autonomia personal».

2) Servicio de «teleasistencia».
3) Servicio de «ayuda a domicilio».
4) Servicio de «centro de Dia y de noche»:

5) Servicio de «atencién residencial»:

Los servicios del Catdlogo tendrdn cardcter prioritario y se prestardn a través
de la oferta publica de la Red de Servicios Sociales por las respectivas Comuni-
dades Aut6nomas mediante centros y servicios ptblicos o privados concertados
debidamente acreditados (art. 14.2).

22

Estos servicios se regulan sin perjuicio de la aplicacién del art. 14 de la Ley 16/2003, de 28 de
mayo, de cohesién y calidad del Sistema Nacional de Salud, que regula la atencién sociosanitaria, enten-
dida como el conjunto de cuidados destinados a aquellos enfermos, generalmente crénicos, que por sus
especiales caracterfsticas pueden beneficiarse de la actuacién simultdnea y sinérgica de los servicios sanita-
rios y sociales para aumentar su autonomia, paliar sus limitaciones o sufrimientos y facilitar su reinser-
cién social; y que en el 4mbito sanitario se llevard a cabo en los niveles de atencién que cada Comunidad
Auténoma determine y que, en cualquier caso, comprenderd los cuidados sanitarios de larga duracién, la
atencién sanitaria a la convalecencia y la rehabilitacién en pacientes con déficit funcional recuperable.
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La prioridad en el acceso a los servicios vendrd determinada por el grado y
nivel de dependencia y, a igual grado y nivel, por la capacidad econémica del
solicitante (art. 14.6).

Cuando no sea posible la atencién mediante alguno de estos servicios
porque la red de servicios no esté totalmente implantada, en los Convenios entre
la Administracién General del Estado y las Comunidades Auténomas se incor-
porard la prestacién econédmica «vinculada», que ird destinada a la cobertura de
los gastos del servicio previsto en el «programa individual de atenciény,
debiendo ser prestado por una entidad o centro acreditado para la atencién a la

dependencia (art. 14.3 y 6).

A efectos del desarrollo de estos servicios, se considerardn «cuidados profesio-
nales» los prestados por una institucién publica o entidad, con y sin dnimo de
lucro, o profesional auténomo entre cuyas finalidades se encuentre la prestacién
de servicios a personas en situacién de dependencia, ya sean en su hogar o en un
centro (art. 2.6):

1) Servicio de «prevencién de las situaciones de dependencia y de promo-
cién de la autonomia personal»

El Servicio de «prevencién de las situaciones de dependencia» tienen por
finalidad prevenir la aparicién o el agravamiento de enfermedades o discapaci-
dades y de sus secuelas, mediante el desarrollo coordinado, entre los servicios
sociales y de salud, de actuaciones de promocién de condiciones de vida saluda-
bles, programas especificos de cardcter preventivo y de rehabilitacién dirigidos a
las personas mayores y personas con discapacidad y a quienes se ven afectados por
procesos de hospitalizacién complejos (art. 21).

El Consejo Territorial del Sistema para la Autonomia y Atencién a la Depen-
dencia acordari criterios, recomendaciones y condiciones minimas que deberfan
cumplir los Planes de Prevencién de las Situaciones de Dependencia que elaboren
las Comunidades Auténomas, con especial consideracién de los riesgos y actua-
ciones para las personas mayores (art. 21).

2) Servicio de «teleasistencia»

El servicio «de teleasistencia» tiene por objeto facilitar asistencia a los benefi-
ciarios mediante el uso de tecnologfas de la comunicacién y de la informacién,
con apoyo de los medios personales necesarios, en respuesta inmediata ante
situaciones de emergencia, o de inseguridad, soledad y aislamiento; pudiendo
tener el cardcter de servicio independiente o complementario al de ayuda a
domicilio (art. 22.1).

Serdn beneficiarios de este servicio aquellas personas que no reciban servicios
de atencién residencial y asi lo establezca su «programa individual de atencién»
(art. 22.2).
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3) Servicio de «ayuda a domicilio»

El servicio de «ayuda a domicilio» lo constituye el conjunto de las siguientes
actuaciones llevadas a cabo en el domicilio de las personas en situacién de depen-
dencia con el fin de atender sus necesidades de la vida diaria, prestadas por
entidades o empresas, acreditadas para esta funcién (art. 23):

— Servicios relacionados con la atencién de las necesidades domésticas o del
hogar: limpieza, lavado, cocina u otros.

— Servicios relacionados con la atencién personal, en la realizacién de las
actividades de la vida diaria.

4) Servicio de «centro de dia y de noche»

El Servicio de «centro de dia o de noche» supone la prestacién de una
atencién integral durante el periodo diurno o nocturno a las personas en situa-
cién de dependencia, con el objetivo de mejorar o mantener el mejor nivel
posible de autonomia personal y apoyar a las familias o cuidadores; cubriendo,
en particular y desde un enfoque biopsicosocial, las necesidades de asesora-
miento, prevencién, rehabilitacién, orientacién para la promocién de la
autonomia, habilitacién o atencién asistencial y personal (art. 24.1).

Podrédn existir los siguientes centros (art. 24.2):

— Centros de dia para menores de 65 afios.
— Centros de dia para mayores.

— Centros de dia de atencién especializada por la especificidad de los
cuidados que ofrecen.

— Centros de noche, que se adecuardn a las peculiaridades y edades de las
personas en situacién de dependencia.

5) Servicio de «atencién residencial»

El objetivo del Servicio de «atencién residencial» es ofrecer, desde un enfoque
biopsicosocial, servicios continuados de cardcter personal y sanitario (art. 25.1),
a través de los centros residenciales habilitados al efecto por las Administraciones
(centros propios o concertados), segin el tipo de dependencia, grado de la misma
e intensidad de cuidados que precise la persona (art. 25.2 y 4).

La prestacién de este servicio puede tener de dos clases (art. 25.3):

— De cardcter permanente, cuando el centro residencial se convierta en la
residencia habitual de la persona.

— De cardcter temporal, cuando se atiendan estancias temporales de conva-
lecencia o durante vacaciones, fines de semana y enfermedades o periodos
de descanso de los cuidadores no profesionales.
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b.2) Prestaciones econémicas

La capacidad econémica del beneficiario se tendrd en cuenta para la determi-
nacién de la cuantia de las prestaciones econémicas® (art. 33.2); y dicha
capacidad econémica se determinard, en la forma que reglamentariamente se
establezca, a propuesta del Consejo Territorial del Sistema para la Autonomia y
Atencién a la Dependencia, en atencién a la renta y el patrimonio del solici-
tante?* (arts. 14.7 y 20).

Las prestaciones econdmicas pueden ser las siguientes:

1) Prestacién econémica «vinculada al servicio».

2) Prestacién econdémica «para cuidados en el entorno familiar y apoyo a
cuidadores no profesionales».

3) Prestacién econémica «de asistencia personal».

Ademds, es posible el reconocimiento de «ayudas econémicas para facilitar la
autonomia personal» (dispos. ad. 3.2):

1) Prestacién econémica «vinculada al servicio»

La prestacién econémica «vinculada al servicio» tendrd cardcter personal y
periddico y se reconocerd, en los términos que se establezca, tinicamente cuando
no sea posible el acceso a un servicio publico o concertado de atencién y cuidado,
en funcién del grado y nivel de dependencia y de la capacidad econémica del
beneficiario, de acuerdo con lo previsto en el convenio celebrado entre la
Administracién General del Estado y la correspondiente Comunidad Auténoma
(art. 17.1y 2).

2) Prestacién econémica «para cuidados en el entorno familiar y apoyo a
cuidadores no profesionales»

El beneficiario podrd, excepcionalmente, recibir una prestacién econémica
para ser atendido por cuidadores no profesionales?, siempre que se den condi-
ciones adecuadas de convivencia y de habitabilidad de la vivienda y asi lo
establezca su «programa individual de atencién» (arts. 14.4 y 18.1).

» Estas prestaciones quedan integradas en el Registro de Prestaciones Sociales Publicas; y, por ello,
las entidades y organismos que las gestionen deben suministrar los datos que, referentes a las que se hubiesen
concedido, se establezcan en las normas de desarrollo reglamentario de la Ley 39/2006 (dispos. ad. 5.2).

24 En la consideracién del patrimonio se tendrén en cuenta la edad del beneficiario y el tipo de
servicio que se presta (art. 14.7).

% El cuidador deberd ajustarse a las normas sobre afiliacién, alta y cotizacién a la Seguridad Social
que se determinen reglamentariamente (art. 18.3); por ello se establece la obligacién del Gobierno de
determinar la incorporacién a la Seguridad Social de los cuidadores no profesionales en el Régimen que
corresponda, y los requisitos y procedimiento de afiliacién, alta y cotizacién (dispos. ad. 4.2).
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Se entenderd por «cuidados no profesionales», la atencién prestada a personas
en situacién de dependencia en su domicilio por personas de la familia o de su
entorno, no vinculadas a un servicio de atencién profesionalizada (art. 2.5).

Las condiciones de acceso a esta prestacion, en funcién del grado y nivel recono-
cido a la persona en situacién de dependencia y de su capacidad econémica se
establecerdn previo acuerdo del Consejo Territorial del Sistema para la Autonomia y
Atencién a la Dependencia (art. 18.2); quien, ademds, promoverd acciones de apoyo
a los cuidadores no profesionales que incorporardn programas de formacién, infor-
macién y medidas para atender los periodos de descanso (art. 18.4).

3) Prestacién econdmica «de asistencia personal»

Las personas en situacién de gran dependencia podran recibir la prestacién
econémica «de asistencia personal» (arts. 14.5 y 19), cuyo objeto es contribuir a
la contratacién de una asistencia personal, durante un nimero de horas, que
facilite al beneficiario el acceso a la educacién y al trabajo, asi como una vida mds
auténoma en el ¢jercicio de las actividades bésicas de la vida diaria (art. 19).

Por «asistencia personal» debe entenderse el servicio prestado por un asistente
personal que realiza o colabora en tareas de la vida cotidiana de una persona en
situacién de dependencia, de cara a fomentar su vida independiente, promo-
viendo y potenciando su autonomia personal (art. 2.7).

Una vez mds, por acuerdo del Consejo Territorial del Sistema para la
Autonomia y Atencién a la Dependencia se establecerdn las condiciones especi-
ficas de acceso a esta prestacién (art. 19).

4) Ayuda econémica «para facilitar la autonomia personal»

La Administracién General del Estado y las administraciones de las Comuni-
dades Aut6nomas podrédn, de conformidad con sus disponibilidades presupues-
tarias, establecer acuerdos especificos para la concesién de ayudas econémicas
con el fin de facilitar la autonomia personal (dispos. ad. 3.2).

Estas ayudas tendrdn la condicién de subvencién e irdn destinadas (dispos.

ad. 3.2):

— A apoyar a la persona con ayudas técnicas o instrumentos necesarios para
el normal desenvolvimiento de su vida ordinaria.

— A facilitar la accesibilidad y adaptaciones en el hogar que contribuyan a
mejorar su capacidad de desplazamiento en la vivienda.
¢) Reconocimiento del derecho a las prestaciones

El reconocimiento del derecho a las prestaciones establecidas en la Ley
39/2006 se llevard a cabo mediante un procedimiento que se regird por las
siguientes reglas (art. 28):
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— Se iniciard a instancia de la persona que pueda estar afectada por algin
grado de dependencia o de quien ostente su representacién.

— Su tramitacién deberd ajustarse a las previsiones establecidas en la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Juridico de las Administra-
ciones Publicas y del Procedimiento Administrativo Comtn, con las
particularidades establecidas en la Ley 39/2006.

— El reconocimiento de la situacién de dependencia se efectuard mediante
resolucién expedida por la Administracién Autonémica correspondiente
a la residencia del solicitante; que tendrd validez en todo el territorio del
Estado y determinard los servicios o prestaciones que corresponden al

solicitante segun el grado y nivel de dependencia®®.

— Los criterios basicos del procedimiento para el reconocimiento de la situa-
cién de dependencia y las caracteristicas comunes del érgano y profesio-
nales que procedan al reconocimiento serén acordados por el Consejo
Territorial del Sistema para la Autonomia y Atencién a la Dependencia.

— Los servicios de valoracién de la situacién de dependencia, la prescripcion
de servicios y prestaciones y la gestién de las prestaciones econdmicas
previstas en la presente Ley, se efectuardn directamente por las Adminis-
traciones Publicas no pudiendo ser objeto de delegacidn, contratacion o
concierto con entidades privadas.

Si bien, la prohibicién de delegacién, contratacién o concierto con entidades
privadas queda en suspenso durante un periodo méximo de 6 meses desde la
fecha de inicio para la presentacién de solicitudes de reconocimiento de la situa-
cién de dependencia (dispos. trans. 2.2).

— Dentro de este procedimiento los servicios sociales correspondientes del
sistema publico establecerdn un «programa individual de atencién», en el
que se determinardn las modalidades de intervencién mds adecuadas a sus
necesidades de entre los servicios y prestaciones econémicas previstos en
la resolucién para su grado y nivel, con la participacién previa consulta y,
en su caso, eleccién entre las alternativas propuestas del beneficiario y, en
su caso, de su familia o entidades tutelares que le represente (art. 29.1); y
que podrd ser revisado por las siguientes causas (art. 29.2):

* A instancia del interesado y de sus representantes legales.

* De oficio, en la forma que determine y con la periodicidad que prevea
la normativa de las Comunidades Auténomas.

¢ Cambio de residencia a otra Comunidad Auténoma.

2 En el supuesto de cambio de residencia, la Comunidad Auténoma de destino determinard, en
funcién de su red de servicios y prestaciones, los que correspondan a la persona en situacién de depen-
dencia (art. 28.4).
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— Las prestaciones podrdn ser modificadas o extinguidas en funcién de la
situacién personal del beneficiario, cuando se produzca una variacién de
cualquiera de los requisitos establecidos para su reconocimiento, o por
incumplimiento de las obligaciones reguladas en la Ley 39/2006.

d) Incompatibilidades

El derecho a las prestaciones econdmicas previstas de la Ley 39/2006 tiene las
siguientes incompatibilidades (art. 31):

— De forma genérica, se establece la deduccién de su cuantia de cualquier
otra prestacién de andloga naturaleza y finalidad establecida en los
regimenes publicos de proteccién social.

— De forma especifica, se deducirdn el complemento de la prestacién por
gran invalidez (art. 139.4 de la Ley General de la Seguridad Social), el
complemento de la asignacién econémica por hijo a cargo mayor de 18
afos con un grado de minusvalfa igual o superior al 75 por 100 (art. 182
bis.2 ¢) de la Ley General de la Seguridad Social), el de necesidad de otra
persona de la pensién de invalidez no contributiva (art. 145.6 de la Ley
General de la Seguridad Social), y el subsidio de ayuda a tercera persona
destinado a los minusvalidos (Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integracién
Social de los Minusvélidos).

5. Garantias del sistema: infracciones y sanciones

Las Administraciones Publicas competentes deberdn garantizar el correcto
uso y aplicacién del Sistema para la autonomia y atencién a la dependencia, y,
para ello, deberdn llevar a cabo las siguientes actuaciones:

— Velar por la correcta aplicacién de los fondos publicos destinados al
Sistema para la autonomfa y atencién a la dependencia, evitando la
obtencién o disfrute fraudulento de sus prestaciones y de otros beneficios
o ayudas econémicas que puedan recibir los sujetos que participen en el
Sistema o sean beneficiarios del mismo (art. 39).

Asi, de forma especifica se establece su obligacién de supervisar, el destino y
utilizacién de las prestaciones «vinculadas al servicio» al cumplimiento de la
finalidad para la que fueron concedidas (art. 17.3).

— Establecer medidas de control destinadas a detectar y perseguir situa-
ciones fraudulentas (art. 39).

— Ejercer las potestades sancionadoras sobre las personas que cometan
infracciones, haciendo uso, en su caso, de férmulas de cooperacién inter-
activa (art. 39).
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5.1. Infracciones

a) Responsables

El art. 42.1 establece que s6lo podrén ser sancionadas por hechos constitu-
tivos de infraccién administrativa las personas fisicas o juridicas que resulten
responsables de los mismos.

A estos efectos se consideran autores de las infracciones quienes realicen los
hechos por si mismos, conjuntamente o a través de persona interpuesta y quienes
cooperen en su ejecucién mediante una accién u omisién sin la cual la infraccién
no hubiese podido llevarse a cabo (art. 42.2 y 3).

b) Infracciones
Se consideran infracciones al contenido de la Ley 39/2006 (art. 43):
— Dificultar o impedir el ¢jercicio de cualesquiera de los derechos recono-
cidos.
— Obstruir la accién de los servicios de inspeccién.
— Negar el suministro de informacién o proporcionar datos falsos.

— Aplicar las prestaciones econémicas a finalidades distintas a aquellas para
las que se otorgan, y recibir ayudas, en especie o econédmicas, incompati-
bles con las prestaciones.

— Incumplir las normas relativas a la autorizacién de apertura y funciona-

miento y de acreditacién de centros de servicios de atencién a personas en
situacién de dependencia.

— Tratar discriminatoriamente a las personas en situacién de dependencia.

— Conculcar la dignidad de las personas en situacién de dependencia.

— Generar dafos o situaciones de riesgo para la integridad fisica o psiquica.

— Incumplir los requerimientos especificos que formulen las Administra-
ciones Publicas competentes.

Todas estas infracciones se calificardn, de acuerdo con criterios de riesgo para
la salud, gravedad de la alteracién social producida por los hechos, cuantia del
beneficio obtenido, intencionalidad, nimero de afectados y reincidencia, de la
siguiente manera (art. 44.1):

— Infracciones «leves»: infracciones que se hubieran cometido por impru-
dencia o simple negligencia, y no comporten un perjuicio directo para las
personas en situacién de dependencia (art. 44.2).

— Infracciones «graves»: infracciones que comporten un perjuicio para las
personas, se hayan cometido con dolo o negligencia grave, o comporten
cualesquiera de las siguientes circunstancias (art. 44.3):
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* Reincidencia de falta leve.

* Negativa absoluta a facilitar informacién o a prestar colaboracién a los
servicios de inspeccidn, asi como el falseamiento de la informacién
proporcionada a la Administracién.

* Coacciones, amenazas, represalias o cualquier otra forma de presién
ejercitada sobre las personas en situacién de dependencia o sus familias.

— Infracciones «muy graves»: infracciones definidas como graves siempre que
atenten gravemente contra los derechos fundamentales de la persona,
generen un grave perjuicio para las personas en situacién de dependencia o
para la Administracién, o supongan reincidencia de falta grave (art. 44.4).

A efectos de la calificacién de la infraccién existird reincidencia cuando, al
cometer la infraccién, el sujeto hubiera sido ya sancionado por esa misma falta,
o por otra de gravedad igual o mayor o por dos o mds infracciones de gravedad
inferior, durante los dos tltimos afios (art. 44.5).

Las infracciones prescribirdn (art. 46.1), a partir del dia en que se hubiera
cometido la infraccién? (art. 46.2):

— Al ano, las leves.
— A los 3 afos, las graves.

— A los 4 afios, las muy graves.

¢) Sanciones

El art. 45.1 establece las siguientes sanciones para las personas que cometan
las infracciones arriba enumeradas, que en todo caso implicardn el reintegro de
las cantidades indebidamente percibidas?®:

— Pérdida de las prestaciones y subvenciones para las personas beneficiarias.
— Multa para los cuidadores no profesionales.

— Multa y, en su caso, pérdida de subvenciones, cese temporal de la
actividad o cierre del establecimiento, local o empresa para las empresas

¥ El plazo de prescripcién se interrumpird por la iniciacién, con conocimiento del interesado, del
procedimiento sancionador (art, 46.2).

28 La incoacién e instruccién de los expedientes sancionadores, asi como la imposicién de las
correspondientes sanciones, corresponderéd a cada Administracién Puablica en el émbito de sus respectivas
competencias (art. 47.2). Durante la sustanciacién del procedimiento sancionador, la Administracién
competente podrd acordar, como medida cautelar, la suspensién de cualquier tipo de ayudas o subven-
cién de cardcter financiero que el particular o la entidad infractora haya obtenido o solicitado de dicha
Administracién Publica (art. 45.6); y cuando se trate de infracciones graves o muy graves, y ante la
posibilidad de causar perjuicios de dificil o imposible reparacién, la Administracién competente podrd
acordar, como medida cautelar, el cierre del centro o la suspensién de la actividad (art. 45.7).
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proveedoras de servicios, que se graduard entre 1 y 6 meses segtn la
gravedad de la infraccién (art. 45.4); y en los casos de especial gravedad,
reincidencia de la infraccién o trascendencia notoria y grave, las infrac-
ciones muy graves se sancionardn con la suspensién temporal de la
actividad por un mdximo de 5 afos o, en su caso, con el cierre de la
empresa o la clausura del servicio o establecimiento (art. 45.5).

Las sanciones se graduardn de forma proporcional a la infraccién cometida y
ponderdndose los siguientes criterios (art. 45.2): gravedad de la infraccién,
gravedad de la alteracién social y perjuicios causados, riesgo para la salud, nimero
de afectados, beneficio obtenido, y grado de intencionalidad y reiteracién.

Las multas serdn las siguientes (art. 45.3):
— Como consecuencia de infracciédn leve: multa de hasta 300 euros a los
cuidadores y hasta 30.000 euros a los proveedores de servicios.

— Como consecuencia de infraccién grave: multa de 300 a 3.000 euros a los
cuidadores; y de 30.001 a 90.000 euros a los proveedores de servicios.

— Como consecuencia de infraccién muy grave: multa de 3.001 a 6.000
euros a los cuidadores; y de 90.001 hasta un méximo de 1.000.000 euros
a los proveedores de servicios.

Las sanciones prescribirdn (art. 46.3):

— Las impuestas por faltas muy graves, a los 5 afios.
— Dor faltas graves, a los 4 afos.
— Por faltas leves, al afo.
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